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Sobre suelo 
y vivienda 
Algunas reflexiones 

En torno al debate 
público-privado 

No es nuevo el debaLe respecLo del 
papel que debe de jugar el Estado 
en el desarrollo terriLOrial. Un de­

bate que se ha presemado histórica­
meme bajo la forma «eficiencia privada 
versus equidad pública», y que el pasa­
do año se encargó de impulsar el Tribu­
nal para la Defensa de la Competencia. 

Poner la «CarreLa antes que los bue­
yes», respecLO al problema de la vivien­
da ligado a la cuesLión del suelo, no es 
otra cosa que asignar al mercado la ex­
clusividad de la creación eficiente de la 
riqueza, al Liempo que teorizar la <<nece­
saria» reducción de la imervención del 
Estado. Y ello no sólo en términos so­
ciales, también económicos. 

Dentro de la ola neo-liberal se ha 
defendido ardorosamente la necesidad 
de eliminar los monopolios en su seno, 
sin embargo, la compeLencia no siem­
pre es la mejor solución para defender 
los intereses del conjunto de los ciuda­
danos de una nación. 

• En el caso de bienes y servicios 
cuya provisión se realiza mediante redes 
de inf raesLructuras (transportes, comu­
nicaciones , agua, electricidad y servi­
cios posLales), son necesarias inversio­
nes muy cuantiosas, con plazos de 
amortización que a veces superan los 
veinte años. 

• En el caso de servicios universa­
les, o sea, servicios cuyo acceso debe ga-

ramizarse de forma homogénea a Lacios 
los usuarios a unos niveles razonables 
de calidad y precio, se plantean a menu­
do problemas de equilibrio financiero , 
que pueden solucionarse mediante sub­
venciones públicas o mediante la atri ­
bución de derechos de monopolio en 
un perímetro de actividad suficiente­
mente amplio. 

Un nivel adecuado de infraestructu­
ras y servicios públicos constituye, por 
otro lado, una condición necesaria para 
el desarrollo económico y social de 
cualquier LerriLorio. Pero el mercado es 
indiferente a objeLivos de solidaridad, 
de cohesión y dé equidad. 

No debería olvidarse que han sido los 
monopolios más o menos públicos, 
indiscriminadamente denostados en los 
últimos tiempos, los que han permiLido 
el cumplimiento ele misiones ele interés 
general que la libre competencia no es 
capaz ele allegar. 

Suelo y vivienda, una 
cuestión estructural 

La políLica de vivienda muestra me­
jor que muchas otras hasta qué punto 
los problemas del Estado del Bienestar 
giran en torno a las capas medias. 

Una política de vivienda dirigida ex­
clusivamente a «los pobres» no sólo ge­
nera reticencias entre las capas medias 
sino verdaderas injusticias y, con el las, 
tensiones sociales indeseadas. Veamos 
un ejemplo. 

JOAQUÍN LEGUINA HERRAN 

A pan ir ele l 982, con la llegada de 1 
PSOE al Gobierno nacional se decidió 
impulsar en Madrid un programa ele vi­
viendas llamado «Barrios en remodela­
ción» tímidamente iniciado en la época 
de UCD, siendo Ministro del ramo pre­
cisamente un representante del ala libe­
ral ele aquel partido. El programa pre­
tend 1a dotar de vivienda a las familias 
chabolistas instaladas en Madrid desde 
la etapa del «boom» desarrollista y cuyo 
ejemplo emblemático fue El Pozo del 
tío Raimundo. El Gobierno nacional y 
el ele la Comunidad de Madrid, social is­
tas ambos, llevaron a buen término ese 
programa const ruyendo en torno a 
40.000 viviendas con una inversión que 
en valor ele hoy alcanzaría a más del me­
dio billón de pesetas. 

Los viejos barrios de chabolas fueron 
derribados y susti tuidos por modernos 
)' bien acabados edificios en cuyo dise­
ño y construcción participaron notables 
arquitectos y consuuctoras prestigiosas. 
Algunas capas medias no recibieron 
bien dicho programa. En primer lugar, 
empezó a corre r la idea de que «para 
que la Administración le dé casa hay 
que ser gitano». Por otro lado , la nece­
sidad ele vivienda incluye, a través ele 
los hijos, a una buena parte ele las capas 
medias incluso si hace tiempo los pa­
dres tienen rcsuelLO el problema. 

En este caso concreto de los «Barrios 
en rcmoclelación» el programa no esta­
ba dirigido ni exclusiva ni principal­
mente a la poblacion marginal, sino a 



los habiLanLes del viejo chabolismo ma­
drileño, cuya integración en el Lrabajo 
asalariado era la norma desde mucho 
Licmpo aLrás. Con todo, el rechazo se 
produjo y las manifesLaciones comra el 
Lraslado de chabolistas, por ejemplo, al 
edificio llamado «el ruedo de la M-30», 
esLán aun en la memoria reciente de los 
madrileños. Los órganos políLicos y los 
medios de comunicación de la derecha 
arrcmcLieron contra esa insLalacion ma­
cando incluso al diseño arquiLecLónico 
del ediricio que se debe, por cieno, a 
uno de los arquiLectos españoles mas 
noLablcs, el navarro Sáenz de Oiza. Se 
Lrataba de una manipulación pohtica, 
pero la base sentimental era y es real. 

En 1991, el Gobierno ame la subida 
de los precios, cambió susLancialmcntc 
su po lnica de vivienda, dirigiéndola 
ahora a toda la población con necesida­
des ele e lla, es decir, básicamente las ca­
pas mecl ias y en especial los jóvenes 
pertenecientes a esas capas sociales. El 
ala mas liberal del Gobierno empren­
dió, en 1985, una políLica de sucio y vi­
vienda, muy concreLamentc desde el 
MinisLcno de Economía y Hacienda. 
consistente en la liberalización de alqui­
leres y el cambio de usos para facilitar la 
transformación de viviendas en ofici­
nas. El llamado «Decreto Boycrn fue la 
fórmula .1unclica que dio expresión legal 
a este pensamiento. Los resultados fue­
ron negativos y no sólo a causa de la fi­
losofía libcralizaclora que inspiró la nor­
ma, sino Lambién por una coincidencia 
no del todo casual: en efecto, a partir ele 
1984, las tensiones embalsadas sobre el 
mercado de la viv ienda se dispararon , 
presionando al alza los precios de las 
\'ivienclas y ele los suelos urbanizados. 
El «boom» acabó por sacar del mercado 
a una parte susLancial de las capas me­
dias. Ello trajo, como se ha dicho, una 
nueva política de' ivienda dirigida basi­
camentc a esas capas. Pero los pésimos 
resultados a que dio lugar la liberaliza­
ción prcccdeme no acallaron las voces 
liberales. 

Unas declaraciones del ex-Ministro 
de Economía y Hacienda proponiendo 

nuevas recelas liberalizadoras achacan­
do a las regulaciones urbanísticas de 
Ayumamientos y Comunidades Autó­
nomas buena parte del problema habi­
wcional, han Lcnido la virtud de colocar 
el debate urb a ní stico en sus ju 
stos términos. A saber: ] ) ¿El mercado 
de sucio asigna por sí mismo eficiente­
mente los recursos? y 2) ¿Qué papel 
deben jugar los poderes públicos? 

Responder a la primera cuesLión de­
manda algunas precisiones. 

• El suelo urbanizado, desgraciada­
mente )'en comra de las apariencias, no 
se produce como las hamburguesas o 
los coches. Sus ciclos ele producción 
son largos y complejos. ¿Cómo se expli­
ca, si no, la paradoja de que, por un la­
do, sobre terreno calificado urbanística­
mentc y, por otro, lo s p recios se 
disparen? Scnc illameme, porque no 
existe un nexo causal inmediaLo emre la 
calificación urbanística ele los suelos )' 
su entrada en el mercado. 

• El suelo sigue marcado por la dc­
s1gualclacl ele los distimos espacios. La 
generalización del automó\'il )' las mo­
dernas tecnolog1as de tele-comunica­
cion hicieron pensar en que la utopía de 
la ub1cuiclacl en los asemamientos se iba 
a realizar. No ha sido así. La congestión 
y el riesgo contra los recursos naturales 
han puesto límites objeLivos a la disper­
s ión espacial que, por otro lado, de­
manda unas inversiones públicas en in­
fraest ructuras y transporte colect ivo 
que el mercado no está dispuesLo a in­
ternalizar fácilmeme. 

• Cálculos recientes muestran que, 
por ejemplo, en la Comunidad de Ma­
drid, existe suelo calificado con una capa­
cidad superior a las 230.000 vi\'iendas. 
Por otro lado, la actividad inmobiliaria en 
los años del «boom» se concentró en el 
desarrollo de los suelos que contaban 
previamente con infraestructuras de 
urbanización. Ambos hechos e\'idencian 
que hoy el estrangulamiento no se 
cncucnLra, lamentablememe, en el 
« lapiz» que califica suelos urbanizables, 
sino en el complejo entramado de la pro­
clucc1ón misma del suelo. El mercado, en 

efecto , no fun ciona con la necesaria 
Lransparcncia y agilidad. Decididamente, 
problemas complejos no tienen solucio­
nes ni fáciles ni unidimensionales. 

Con el «Decreto Boyen>, se pretendió 
corregir los cf ectos negaLivos de la vieja 
regulación de los alquileres (proteccio­
nista para el inquilino), la inexistencia 
de un mercado de vi,·iendas para alqui­
ler, el deterioro de los cemros históricos 
etc., mcdiame la li bertad de cambios de 
uso (de vivienda a oficinas) y la liberali­
zación de los precios para los alquileres 
nuevos. Las medidas no Lrajeron sino 
efectos per\'ersos. Solas o coadyuvando 
con otros mecanismos, produjeron la 
subida de los precios y agravaron la ex­
pulsión de la población, espccialmeme 
la j oven, hacia la periferia y, ademas 
provocaron: 

• Co ngcsLi ón en la ciudad pueslo 
que las actividades de negocio tienen 
mas movi lidad que la residencial. 

• Incremento del precio de los al­
quileres sin que practicamente se consi­
guiera «más mercado» . 

• Desorbitada subida de precios del 
suelo al permitir que las oficinas, con al­
quileres de 3.000 pts./m1 y precios de 
venta a 500.000 pts./m2, se instalaran 
en edificios de viviendas. 

Estos fueron los resuiLados más lla­
mativos de esLas medidas tan clesregula­
doras como improvisadas y no preCtsa­
mente porque no se les ad,'irtiera a los 
redactores de los riesgos que se coman. 

Lo dicho lleva a la segunda pregunta 
¿Qué pa pe l deben jugar en esto los 
poderes públicos? 

Tocio condu ce a pensar que ni el 
mercado soluciona por s í mismo los 
problemas ni la acción pública estricta­
rnenLe fiscalizadora es suficiente garan­
lla. Es preCJso que los poderes públicos 
sean el motor del desarrollo urbano. Pa­
ra conscgu1rlo deben, en pri mer lugar, 
multiplicar la oferta de suelos de cali­
dad. Dada la limitación ele los mejores 
espacios, es necesario crear nue\'OS sue­
los capaces de competir en vemajas re­
laLivas. Ello implica la multiplicación de 
las infraesLructuras de comunicaciones 
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en especial de transpone colccti\'O, \a 
urbanización de los sucios y mccl idas 
garantes de la calidad ambiental. En se­
gundo lugar, debería apostarse por la 
formación de un tejido empresarial in­
teresado en la 1mnsion a medio y largo 
plazo que la preparación de sucio exige, 
para lo cual es preciso superar las prác­
llcas de retenc1lín especulauva de suelo 
o la acutud cm presarial del «pelotazo». 
Tambienes necesario remover las trabas 
burocráticas que alargan 1mproducll\'a­
mente los procesos administrati\'os sin 
aportar por eso mayores garanuas. 

Los milagros escasean hoy hasta en 
Lourclcs. Cuando se 111tcnta hacerlos 
con medidas que apenas ocupan una 
página del BOE suelen salir muy caros 
en tér111111os de eficiencia social. 

El Plan ele \'1rn~ncla puesto en marcha 
por el Gobierno socialista en 199 l pre­
tende alcanzar en cuatro años el medio 
millón de actuaciones. el 809b en\ 1\ 1en­
cla y el 20% restame en sucio. En Espa­
ña el mercado de alquileres es apenas 
supenor al 10'7o del total del mercado ele 
la vi\'icncla . De tocias las \'l\'ienclas en al­
quiler, el 6-+% pagaba, en 199 l, precios 
inferiores a las 10.000 pesetas mensua­
les. Todos los elatos lle\·an a una conclu­
sión: es 11npcns<1ble idear una polnica ele 
\'ivienda que no tenga por ob_jeti\'O las 
capas medias, tanto en lo que se refiere a 
los costes del sucio, como a la f111ancia­
ción a largo y los apoyos fiscales. Es im­
pensable ho} en España. en éste como 
en tantos campos, una pohtica social 
que tenga tan sólo en cuenta el estado de 
necesidad. Al no obtener respuesta en el 
mercado, la demanda de ayuda publica 
deviene cuasi-general en las capas 
medias urbanas. 

Un instrumento ele 
vertebración territorial 
y social 

La e rcc icntc complejidad ml'lropoliiww 
que define t-.ladricl ha suscnaclo la nece­
sidad de un nlll'l'O enfoque en nwlcria dt 
po/1lica tcriiloriol. El gobierno del tern-

torio no puede limnarse a constnu1r una 
nue\ ::i rac1onali::ac1on del e¡erc1c10 de la 
tutela administrau,·a sobre la acll\lclad 
urban1suca ele los municipios. :-ie hace 
necesaria una acc1011 te1Tno1ial posniva 
cl1ng1da a la \'crtebranón del espacio re­
gional orientada talllo a promt)\Cr las 
oponunidacle::. de desarrollo rcgil)l1al 
como a corregir los clesequ1librios am­
b1emalcs, sociales y terntoriales. 

Durame los ultimos años. el gobier­
no regional ha promo\'1do grandes ac­
t uac1oncs publicas con capacidad para 
desencacknar procesos de reestructura­
ción temtnrial apoyados en sectores 
clmTs de desarrollo regional Lt c:-.:pe­
nenc1a de gcstH'ln de estas operaciones 
suscita la necesidad ele una reforma que 
complete la legislauón \'1geme en mate­
na ele nrclenac10n del ternto1in. LI d1sc-
1io ele nue\'OS 111strumento<:> ele gob1ernu 
del territono se connerte as1 en objeti­
\'O priontario para definir una estrategia 
terntonal \'álicla para la rcgll'm 

La necesaria distinción entre acti\1-
dacl urba111stica autónom<1 ) mun1upal 
e\.ige definir con L laricbd la nornín de 
1111cre::. regional ')e trata de organizar de 
forma racional\ equi li brada la cohesión 
interna de la rl'~it'1n madrile11a Í.teih­
tanclo, a su 
\'eZ, SU llll l'­

gración CLm 

e l resto de 
Cspa1ia 
Furnpa. 

La lü)'l,ica mun1c1pal y la regional no 
siempre ,·an acompañadas. De ello se deri­
,·an conll ictos de intereses sobre campos 
competencialcs cuyas lindes carecen a 
menudo de la nniclcz. necesaiia. 

Este factor ob¡eu1·0, que bien resuelto 
termina por redundar en una mayor 
sol\'encia. invna a la creación ele instru­
memos formales que garanticen de for­
ma cf1ueme la plena colaboración entre 
las administraciones implicadas. De ah1 
que el Proyecto de Ley ele Medidas ele 
Poliuca Territorial, suelo y urbanismo 
se preocupe no solo de establecer una 
noción lo más precisa posible del intc­
rcs regional, srno tamb1en por articular 
mecarnsmos de concertación ) partici­
pación social. 

El gran acti1·0 de las politicas urbanas 
desarrolladas por los gobiernos munici­
pales en los primeros ochenta f uc saber 
emender la ciudad como espacio ele in­
terwnción, \'inculando la necesidad de 
gra\'es carencias heredadas en materia 
de infraestructuras, cqu1pamicntos 
) \'l1·1cnda con la formulación 
de un prO)TCW positin) (k 
t ranslormacion y \ ' cr­

tebrauon socwl 
~lás alLi de 



su estricto papel legal, 
de urbanismo ju­
garon un papel 
importanLe en este 
proceso, plasman­
do una idea alter-
nati\'a ele 
ciuda d , 
punto de 
referencia 
para ini­
cia ti vas 
proce­
dentes ele 
lo públi­
co y de la 
propia 
sociedad 
civil. 

La Co­
m un i ciad 
de Madrid 
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desarrollado hasta el momento diversas 
lineas legislativas complementarias que se 
sustancian en la puesta en f uncionamiemo 
de medidas clef ensivas tendentes a atajar si­
tuaciones de grave insegu1idad urbanística 
y la creación de nuevas figuras ele planifica­
ción e imerYención en el territorio regional. 

Hoy se hace necesaria una reforma 
que complete la legislación de or­
denación del territorio vigente. Desde 
este nuevo enfoque, la Ordenación del 
Territorio de la Comunidad de Madrid 
se define a través de un Plan Regional de 
Estrategia Territorial, que tiene vocación 
no solo de coordinar las actuaciones sec­
toriales con reflejo físico en el territorio y 
compatibilizar los planeamientos muni­
cipales, sino también definir la acti,1dad 
urbamstica propia de la región. 

El Proyecto de Ley de Medidas de Po­
lítica Territorial, Suelo y Urbanismo de 
la Comunidad de Madrid también pres­
ta una especial atención al planeamien­
to urbamstico. Se trata, sin duda, y den­
tro de la aeti\·idad urbamstica ordinana, 
de uno de los aspectos que precisaban 
de una adaptación a las circunstancias 
específicas de la región metropolitana 
madrileña. 

Las modificaciones e innovaciones 
que se introducen en el nuevo texto le­
gal parten de algunos criterios. En pri­
mer lugar, no perjud icar innecesaria­
meme la cultura jurídico urbanística 
establecida. En segundo término, am­
pliar el campo competencia] de los mu­
nicipios, acotando a la par la capacidad 
de actuación de la Comunidad en este 
campo. En tercer lugar, pero no el últi­
mo, el Proyecto de Ley busca incremen­
tar la flexibilidad y agilidad en los pro­
cesos de planeamiento, aumentando a la 
par la transparencia y garantía jur ídica. 

En relación con el mercado ele suelo, 
el Proyecto de Ley establece algunos 
ejes básicos en torno a impedir la espe­
culación y el alza injustificada de los 
precios del suelo, a regular la ut ilización 
del suelo de acuerdo con el in terés 
general y a sentar las bases para una 
participación distributivas en las plus­
valías que genere la acción urbanística 

de los emes públicos de inten'ención en 
el me rcado inmobiliario posibili tando 
así el sostenimiento de los principios 
que, de acuerdo con la Constitución, 
han de seguir las políticas sociales y 
económicas. 

La vigente Ley de Régimen de Suelo 
establece la obligación de los munici­
pios con p laneamiento general, de 
constituir un patrimonio ele suelo con el 
que intervenir en el mercado inmobilia­
rio en ejercicio de sus responsabilidades 
territoriales. Con la Ley de Medidas la 
propia Comunidad se incorpora a estas 
obligaciones, regulando la constitución, 
gestión y destino del Patrimonio Regio­
nal de Suelo y detallando y precisando 
lo relativo a los bienes )' los fondos que 
constituirán y habrán de considerarse 
adscritos a los patrimonios públicos, 
municipales o regionales. 

La constitución ele estos patrimonios 
tiene una finalidad de carácter funda­
memalmeme preventiva: garamizar la 
capacidad de reacción de las admin is­
traciones ame las eventuales evolucio­
nes negativas del mercado, ya sean ele 
carácter especulativo o comrarias al 
interés general, al disponer de reservas 
ele carácter estratégico en camidad y 
ubicación adecuadas. 

En defini tiva, nos encontramos ante 
un instrumento jurídico que intenta, de 
una pane, evitar las rigideces burocráti­
cas que impiden desarrollar en transfor­
maciones territoriales y urbanas que 
demandan los tiempos y la sociedad )',de 
otra, permitir la c reación de «riqueza 
urbanística» con el fin de que el mayor 
número de gente ,~,·a lo mejor posible. 

Roben Musil dejó escrito que «A las 
ciudades se las conoce, como a las per­
sonas, en el andar»; el Proyecto de Ley 
que hoy se esLá debat iendo, tiene la 
clara vocación de que las ciudades 
anden, pero no ele cualquier fo rma , no 
con la estética del «laissez-faire», sino 
con la del bienestar colectivo. • 

Joaquín l eguina Herrán 
De111og1"l!fo 

Presidente de la Comunidad de Madrid 
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